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NECESIDADES, RETOS Y LOGROS DE LOS ESTADOS MIEMBROS, CON UN ÉNFASIS ESPECIAL EN LAS BUENAS PRÁCTICAS IMPLEMENTADAS EN MIGRACIÓN Y GÉNERO
En los últimos 30 anos la migración se ha constituido en un fenómeno estructural cada vez mas intenso, diverso e influyente de las dinámicas económicas, sociales, culturales y demográficas del mundo entero con condiciones particulares para el área centroamericana.  Por esta razón, el tema reviste especial importancia en este momento histórico caracterizado por el impacto de la crisis económica y financiera mundial que tiene por supuesto efectos diferenciados para las distintas áreas del mundo y dentro de cada región, efectos también diferenciados para hombres y mujeres.

Para el 2006, se estima que cerca 4,5 millones de personas centroamericanas se encontraban viviendo fuera de sus países de origen, uno de cada de 6 hogares tiene un miembro que ha migrado a otro país; podemos decir que esto ha desestructurado la organización de las familias, e incide en la transformación radical de las modalidades de inserción laboral de los hogares que quedan atrás.

La información estadísticas nos dice que las personas migrantes en su mayoría están en edad reproductiva y productiva y tienen niveles de instrucción superior al resto de la población de sus países.  En los lugares de destino, cumplen con una activa participación en los mercados laborales, principalmente en empleo de baja calificación y productividad.  Fuera de la región centroamericana Estados unidos es el principal destino migratorio; a nivel intrarregional los grandes flujos migratorios están entre Costa Rica y Nicaragua, siendo Costa Rica el destino final del 40% de la migración nicaragüense.

El censo nacional de Costa Rica realizado en el año 2000 estimó que la población viviendo en Costa Rica era de 3.810.179 personas; de ellas 296.461 nacieron fuera del país y migraron por diversas razones. De la población migrante el 76.4% eran nicaragüenses y de este total el 50.1% son mujeres.

Para el año 2007 se estimó que el 51% de las personas nicaragüenses que migran a Costa Rica son mujeres, con una edad promedio de 33 años. Más de la mitad de ellas (54%) son jefas de hogar y tienen permiso legal de residencia (56%); su escolaridad suele ser baja (primaria completa o secundaria incompleta), son solteras (51,8%), casadas o en unión libre (43.8%).

El conocer quiénes son estas mujeres, por qué migran, a qué se dedican en el país de destino o sus vínculos afectivos y familiares en los países de origen y destino, por ejemplo, no sólo es importante como parte de la descripción demográfica de un grupo cada vez más numeroso en el país, sino también y principalmente porque la situación de las mujeres migrantes debe verse desde su especificidad de género y las políticas públicas deben responder a esta especificidad. La migración no es un fenómeno neutral que afecta a hombres y mujeres por igual, sino que los efectos de ésta se ven fuertemente influenciados por el género. Si queremos respetar los derechos humanos fundamentales de todas las personas y en especial de las personas migrantes, debemos transversalizar el enfoque de género en nuestras políticas migratorias para hacerlas más efectivas y justas.

Es claro que las que en este momento histórico las principales razones para migrar son de índole económico y social, así como en el pasado lo fue la violencia armada.  En el caso de las mujeres hay que tener presente también que muchas de ellas huyen de situaciones de violencia de genero dentro de las relaciones de pareja.  De igual manera, su condición de genero las convierte en un grupo altamente vulnerable en todas las fases del proceso migratorio:  por un lado, son victimas de la delincuencia, los abusos, violaciones, extorsiones sexuales, embarazos no deseados, la trata de personas, prostitución forzada y enfermedades de transmisión sexual.  Su vulnerabilidad es mayor y el peligro las asedia, pero por otro lado, las mujeres son figuras claves en la integración de la población migrante en los lugares de destino.  

Especial atención merece el análisis y las acciones emprendidas para enfrentar las situaciones de mayor dificultad que viven aquellas mujeres que migran en condiciones de indocumentación y con bajos niveles de instrucción, la vulnerabilidad aumenta considerablemente en estos casos.

El papel de la mujer en la sociedad, en el contexto de la migración, puede tener expresiones sumamente contradictorias: por un lado este fenómeno le abre espacio a las mujeres para participar activamente en la sociedad, pero por otro lado, la migración amenaza con perpetuar patrones de desigualdad y discriminación de género.

Cuando las mujeres migran, otras mujeres asumen el rol de cuido de los hijos e hijas de las personas, hombres y mujeres, que migran. Eso implica una carga económica importante que no siempre es cubierta por las remesas recibidas, lo que va en detrimento de las condiciones socioeconómicas de estos grupos familiares. Las mujeres que se van, por lo general, cargan con la culpa de dejar sus familias atrás y esta culpa se suma a los factores de vulnerabilización.

Según la organización CENDEROS, en Costa Rica existe un proceso de formación de hogares mixtos: un 35% de las personas que residen en hogares con jefe o jefa nicaragüense son nacidas en Costa Rica, principalmente hijos e hijas. Por otra parte, las mujeres tienen núcleos familiares tanto en Nicaragua como en Costa Rica. Entre las trabajadoras domésticas, por ejemplo, el 86,4% de los casos, su familia o parte de ella reside en Nicaragua.

Hemos de decir que está más que demostrada la importancia de la participación de las personas migrantes en la economía y el desarrollo de los países receptores y de origen. El caso de Costa Rica no es una excepción y la participación de las mujeres migrantes no puede ser invisibilizada en este reconocimiento. Por ejemplo, las mujeres nicaragüenses en Costa Rica tienen una alta tasa de participación laboral, muy por encima de las costarricenses: 49,4% frente a 27,6%.  Un 54.5% de estas mujeres están ocupadas en el servicio doméstico. Su trabajo permite a su vez que otras mujeres costarricenses puedan salir de sus hogares e incorporarse en el mercado laboral nacional, formando una cadena productiva que sienta sus bases en las actividades de cuido familiar.

Sin embargo, no podemos dejar de mencionar que existen dificultades para la inserción laboral en ámbitos profesionales de las mujeres migrantes que llegan a Costa Rica, y que históricamente sus oportunidades laborales se reducen principalmente al trabajo doméstico o a las labores de cuido, aún cuando esas no fueran sus ocupaciones principales en el país de origen. Algunas investigaciones han demostrado que por ejemplo de las mujeres nicaragüenses que migran a Costa Rica, sólo el 12% trabajaba como empleada doméstica en su país, pero una vez que llegan a Costa Rica la cifra se eleva al 62%. Además, el 25% estaba estudiando en Nicaragua antes de migrar y una vez en Costa Rica sólo lo hace el 6.5%.

El Estado costarricense ha desarrollado esfuerzos importantes para mejorar la calidad de vida de las personas migrantes en nuestro país y garantizar el respeto de sus derechos fundamentales.  Aunque aún falta mucho por hacer en materia de transversalización del enfoque de género en las políticas públicas y migratorias de nuestro país, existen avances significativos que es meritorio resaltar.

Uno de los principales flancos de acción del Estado costarricense ha sido el acceso a los servicios de salud de la población migrante en nuestro país a través del sistema publico de salud.  Las distintas instancias involucradas en el proceso, como el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y la Caja Costarricense del Seguro Social, han venido reforzando a través de campañas educativas y directrices y normativas, la importancia de que todas las personas trabajadoras en Costa Rica se encuentren afiliadas a la Caja Costarricense de Seguro Social, lo que les da derecho a acceder a los servicios de salud pública existentes en todas las comunidades de nuestro país. Sin embargo, algunos sectores de la población migrante en condiciones de extrema pobreza son también asegurados por el Estado costarricense en igual de condiciones que los y las nacionales.

Según cálculos del Centro Centroamericano de Población de la Universidad de Costa Rica, para el año 2007 en el país había cerca de 400.800 inmigrantes; de ellos, 230.000 forman parte de la población económicamente activa (PEA) y más de la mitad de ese grupo (52%), están registrados como cotizantes de la CCSS. Aunque el avance es importante la labor no ha finalizado. Actualmente se llevan a cabo campañas informativas y de concientización para la incorporación de las y los trabajadores temporales al sistema de cotización de la CCSS, incluyendo a las trabajadoras domésticas, independientemente del número de horas que trabajen para un patrón o patrona.

La salud sexual y reproductiva de las mujeres migrantes en nuestro país también ha sido motivo de atención por parte de las instituciones gubernamentales y ha habido avances importantes.

En el año 1998, el 11% de los nacimientos en Costa Rica eran de madres nicaragüenses. Para el año 2000, un 90% de las mujeres nicaragüenses que tuvieron al menos un hijo en los últimos 5 años tuvieron control prenatal durante su último embarazo. El 62% tuvo el primer control durante el primer trimestre y sólo el 9% tuvo menos de tres controles. El 84% de éstas mujeres inmigrantes que dieron parieron en nuestro país tuvo su último parto en hospitales de la CCSS.  Estas mujeres y sus hijos e hijas se beneficiaron además del Programa Control del Niño Sano, que atiende a los niños y niñas de 0 a los 2 años gratuitamente aún cuando sus madres y padres no se encuentren inscritos como cotizantes de la Caja.

Igual situación ocurre con la población migrante indígena de la Comarca Ngobe Buclé de Panamá que tiene establecida una ruta migratoria a Costa Rica para el trabajo laboral temporal.  La acción del Estado respecto a estos dos flujos migratorios esta orientado a eliminar el abuso en que incurren algunos grupos del sector privado de la economía en la explotación de esta mano de obra, que concentra riqueza y vulnera derechos humanos.

Según el Centro Centroamericano de Población, en el año 2000 la prevalencia anticonceptiva entre las mujeres nicaragüenses residentes en Costa Rica era del 70%.  De quienes planificaban, el 64% lo hacía utilizando como fuente principal para obtener el anticonceptivo moderno al sector público y dentro de éste los establecimientos de la Caja Costarricense de Seguro Social. Estos datos nos reflejan los avances estatales en materia de salud sexual y reproductiva de las mujeres migrantes y salud materno-infantil de ellas y sus hijos e hijas.  Sin embargo, la información nos dice que la tasa global de fecundidad de las mujeres nicaragüenses casi triplica la tasa promedio global del país.

En el ámbito del derecho a la educación, el Ministerio de Educación Pública ha implementado políticas de “puertas abiertas” para la cobertura en educación de niños, niñas y adolescentes migrantes en edad escolar cuyos padres cuenten con residencia en Costa Rica. Según datos de este Ministerio, en 2007 del total de niños y niñas nicaragüenses residentes en el país entre 7 y 12 años, el 82% asistieron a escuelas del sistema de educación pública costarricense.  La Sala Constitucional ha resuelto ante consulta realizada por la Defensoría de los Habitantes que los niños y niñas nicaragüenses y otras nacionalidades tiene igualdad de derechos a todos los beneficios como becas por pobreza y otros que existen en el país, indistintamente de su estatus migratorio.

Adicionalmente, existen iniciativas de educación no formal que benefician a las personas migrantes y específicamente a las mujeres, con el objetivo de capacitarles para trabajos más calificados.  Ejemplo de ello es la iniciativa del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y el Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU) a través del Proyecto Agenda Económica de las Mujeres (AGEM), Cisco Networking Academy, la Asociación de Trabajadoras Domésticas (ASTRADOMES) y la Alianza de Mujeres Costarricenses, quienes de manera conjunta inauguramos un Centro de tecnologías de la información y comunicación para trabajadoras domésticas, con el fin de acortar la brecha digital que separa a hombres y mujeres, y darles a éstas mejores oportunidades laborales. El Centro se encuentra en las instalaciones de la Asociación de Trabajadoras Domésticas y desde su inauguración en febrero de 2008 ha impartido capacitación constante a sus asociadas, del primer grupo de trabajadoras graduadas el 100% eran nicaragüenses. Estas mujeres finalizan sus cursos como técnicas de soporte certificadas, listas para enfrentar nuevas opciones en el mercado laboral.

Por otra parte, en Costa Rica también se avanza en la visibilización cada vez mayor del delito de trata de mujeres en el país y en la región.  Se ha fortalecido la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas, tiene entre sus objetivos proveer, definir, coordinar y ejecutar un plan de acción para la erradicación de estas acciones violatorias de los derechos humanos, la protección de sus víctimas y el procesamiento judicial efectivo de quienes sean responsables de ellas.  La Coalición ha venido trabajando fuertemente en la elaboración y puesta en marcha de un Plan de Acción Interinstitucional contra la trata de personas, que incluye acciones como la sensibilización y capacitación de prestatarios de servicios en distintas instancias sobre el tema de la trata de personas, la revisión del marco legal e institucional existente para su adecuación y perfeccionamiento, el establecimiento de alianzas estratégicas para la maximización de los recursos que permitan combatir la trata, el desarrollo de mapas de ruta de los tratantes, y diseño de protocolos de actuación, entre otras.

El Consejo de Ministras de la Mujer de Centroamérica-COMMCA- con la asistencia técnica de la Organización Internacional para las Migraciones-OIM- y el apoyo financiero de la cooperación española ha concluido un proceso de investigación en cada país de Centroamérica y República Dominicana sobre el marco jurídico y normativo para la persecución de este delito internacional así como los testimonios de mujeres sobrevivientes en el área para profundizar en el conocimiento de la problemática que enfrentan estas mujeres y poder avanzar en las respuestas requeridas.  Recientemente me correspondió representar en representación del COMMCA el resultado de estas investigaciones ante el consejo centroamericano de fiscales y fiscalas con el propósito de fortalecer las alianzas estratégicas con estas instancias encargadas de la persecución del delito.

En términos de participación política de las personas migrantes, resulta importante rescatar la iniciativa de la Defensoría de los Habitantes de la República de Costa Rica, quien ha conformado el Foro de la Población Migrante, espacio para la discusión de las principales problemáticas de este sector con la participación activa de la institucionalidad publica encargada de la atención de los problemas que enfrentan la población migrante, representantes de la sociedad civil organizada y de organizaciones internacionales.  Este foro ha centrado su accionar en la participación de espacios políticos para generar e incidir en temas tan importantes como la reforma a la ley de migración y extranjería que se presento recientemente a la asamblea legislativa.  Con satisfacción podemos decir que la voz de la población inmigrante ha sido considerada en la propuesta de reformulación de la ley que se encuentra en la corriente legislativa.

Finalmente, una importante práctica que ha cobrado cada vez más fuerza en nuestro país es la investigación académica sobre la situación de las personas migrantes que llegan a Costa Rica. Es imposible atender las necesidades de la población migrante y en especial de las mujeres que migran si no conocemos sus características, sus necesidades y sus retos. El conocimiento derivado de la investigación sirve como insumo fundamental para el desarrollo de políticas públicas que respondan a las necesidades reales y particulares de las mujeres migrantes y sus familias, y no sólo a aquellas que de forma general se pueden deducir del proceso migratorio.

Hoy el horizonte parece oscurecerse en el mundo entero ante la necesidad de enfrentar una crisis económica que de una u otra manera nos tocará a todos y a todas. Uno de los principales retos de nuestros países es contrarrestar los efectos que esta crisis tendrá sobre la empleabilidad de las mujeres especialmente, pues según han señalado diversos organismos internacionales, las mujeres son quienes primero se ven afectadas por la pérdida de puestos de trabajo cuando existe una recesión económica. Esto las empujara de nuevo a buscar nuevas oportunidades fuera del territorio nacional para la supervivencia de ellas y sus familias, especialmente si son cabeza de hogar; por otro lado, es probable que, aquellas que se encuentran fuera, serán empujadas por el desempleo generado en los países receptores, por ejemplo Estados Unidos y Europea, y serán obligadas a regresar a sus países en momentos en las oportunidades de trabajo en el país de origen también se cierran. Un ejemplo claro es el de las trabajadoras domésticas: una vez que las mujeres nacionales pierden sus trabajos a causa de la crisis, deberán prescindir de los servicios de las trabajadoras domésticas que han contratado para el cuido de los niñas y niñas. Estas mujeres, ahora desempleadas, deben regresar a sus países de origen y tratar de integrarse a un mercado laboral también en crisis.

El reto entonces es en una doble vía. Por un lado los países de origen deberían tratar de encontrar opciones para que las mujeres no deban migrar en busca de medios para su supervivencia y la de sus familias; por otro lado, los países receptores deberán crear las condiciones apropiadas para garantizar los derechos humanos de las mujeres que han llegado a sus territorios y no convertirlas en las primeras víctimas de la cadena de despidos a causa de la crisis.

Es una realidad que en nuestros países el pensamiento patriarcal continúa viendo a la mujer como dependiente y reflejo de la migración masculina; se le reconoce únicamente como madre o esposa y se desconoce o minimiza la naturaleza laboral de su migración.  También se hace caso omiso al hecho de que las mujeres no sólo migran por las condiciones económicas en las que viven en sus países de origen, sino también por las condiciones sociales y sus circunstancias personales, como por ejemplo la búsqueda de mayores oportunidades de formación o profesionales para ellas y/o sus hijos e hijas, el deseo de gozar de una mayor independencia personal, familiar y/o social, el deseo de cambio o el anhelo por conocer otras realidades, la necesidad de huir de determinadas situaciones de violencia de pareja o bien de violencia política, o por la necesidad de huir de la persecución que sufren por el hecho de ser mujeres.

De ahí que resulte importante tomar en cuenta las necesidades específicas de las mujeres migrantes de una manera integral, para visibilizar así el impacto directo que la crisis pueda tener sobre ellas y no perpetuar el irrespeto a sus derechos fundamentales y la discriminación de la que son víctimas por el sólo hecho de ser mujeres.

La crisis económica actual es una potencial fuente de migración que no puede y no debe ser ignorada en el marco de esta reunión.  Es imprescindible que los Estados reconozcan y trabajen sobre la vulnerabilidad del empleo femenino en este contexto para evitar la revictimización en términos laborales y económicos.

Uno de los principales retos que enfrentan ahora los países de origen de la migración es generar distintas alternativas, entre ellas la capacitación técnica en áreas no tradicionales de las mujeres con el fin de que éstas no se vean tan afectadas por la crisis y se pueda evitar su expulsión del mercado laboral y posteriormente del país por motivos económicos.

Se vuelve fundamental crear estrategias de recalificación de la mano de obra femenina en función de áreas que tienen menos inestabilidad laboral y financiera derivada de la actual crisis mundial.

Por otra parte, se recomienda incrementar la inversión en programas de desarrollo social. Este tipo de programas responden por sí mismos a las necesidades de la población para la garantía de sus derechos fundamentales, pero además son fuentes de empleo para la población general, pero especialmente para las mujeres que, por socialización, tienden a ser quienes cuidan, alimentan o atienden a otras personas.

Es necesario crear programas que respondan a la necesidad del cuido de la familia como una responsabilidad social. Desafortunadamente, si los salarios comienzan a bajar como una medida para evitar los despidos, las familias verán disminuidos sus ingresos y comenzarán a recortar algunos de sus gastos, incluyendo los costos del cuido de los niños y las niñas, las personas con discapacidad o las personas adultas mayores, lo que eventualmente obligará a las mujeres, y no a los hombres que por lo general perciben mayores ingresos y no tienen el rol de cuido asignado socialmente, a renunciar a sus trabajos para encargarse de esa tarea sin remuneración alguna.   

La colaboración internacional es también una estrategia útil y necesaria para la protección de los derechos de las mujeres migrantes. Por ello se recomienda establecer mecanismos de cooperación entre instituciones homólogas de los países de origen, tránsito y destino, con el fin de vigilar de manera conjunta la protección de las personas migrantes, y especialmente de las mujeres, siempre tomando en cuenta las particularidades de su condición de género.

En los países de destino resulta necesario reconocer el aporte que realizan las mujeres migrantes, tanto en términos de productividad como de alivio a las necesidades de sus comunidades de origen a través de las remesas que envían. Este reconocimiento fortalecerá una visión mucho más positiva del proceso migratorio, basada en el respeto de la dignidad humana y la tolerancia e impulsará el desarrollo de prácticas y políticas que garantice el trato humanitario e igualitario de estas mujeres en el ámbito laboral, social y personal.

La estimulación de la investigación en este campo por parte de los Estados deberá hacerse no sólo en el campo académico, en las universidades, sino también en espacios de toma de decisiones como las instituciones gubernamentales que atienden a esta población.  La recolección de datos estadísticos con enfoque de género, y la realización de estudios cualitativos y estudios de caso, son algunas de las acciones que pueden contribuir a la producción del conocimiento sobre la situación de las mujeres migrantes. No se puede atender lo que no se conoce y la situación de las mujeres migrantes requiere intervenciones urgentes.

El delito de trata de mujeres es por definición un crimen transnacional y como tal debe ser abordado por medio de acciones de cooperación entre entidades judiciales y migratorias de los países involucrados. 

La legislación nacional, los tratados bilaterales y multilaterales de cooperación en materia judicial requieren contemplar la protección de las mujeres víctimas de trata, así como de otros tipos de explotación laboral en el contexto de la migración.
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Nos encontramos en un momento crítico de la realidad socioeconómica mundial y los Estados nos encontramos ante la difícil tarea de enfrentando los efectos diferenciados que esta teniendo la crisis sobre las mujeres.  No olvidemos que las mujeres migrantes en nuestros países constituyen un eslabón fundamental en la cadena productiva de nuestras economías, pero sobre todo, no olvidemos que poseen derechos fundamentales que sobre todas las cosas deben ser resguardados
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